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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

Fundamentos

En los últimos dos años se ha hecho evidente que la economía Argentina retomó el crecimiento, y fundamentalmente gracias a la devaluación, las retenciones a la exportación y la abultada recaudación fiscal, los recursos del estado nacional aumentaron considerablemente. Aún así, injustamente, la provincia de Buenos Aires sigue siendo discriminada en materia de coparticipación federal de impuestos. 

Para poner en cifras el atropello que sufre Buenos Aires, digamos que en 2006 la provincia percibirá, por la recaudación del impuesto a las ganancias, 2.325 millones de pesos menos que lo que históricamente le correspondería. Así, durante este año el estado bonaerense recibirá la misma cifra que el año pasado (650 millones de pesos), cuando se sabe que la recaudación prevista por el gobierno nacional aumentará en 2.572 millones de pesos (un 9,46 % más que el año pasado), creciendo de 27.178  a  29.751,5 millones de pesos.

Cabría preguntarse dos cosas: 

1ª) ¿Por qué razón, después de dos años seguidos de recaudaciones impositivas récord, de un holgado superávit fiscal en aumento, y del pago anticipado con reservas al Fondo Monetario Internacional -que le permite a la gestión Kirchner disponer de dinero extra más allá del presupuesto 2006- las autoridades nacionales no se disponen a volver a discutir una nueva ley de coparticipación federal, que ubique a provincias como Buenos Aires en el lugar que les corresponde?    

2ª) ¿Por qué razón el gobierno provincial del Ingeniero Agrónomo Solá no representa los intereses de los ciudadanos bonaerenses y le reclama al presidente que cumpla la Constitución Nacional? 

Lamentablemente, por parte del gobierno provincial hay una indudable demostración de falta de decisiones políticas autónomas, porque la administración Solá no sólo no se ocupa de reclamar para Buenos Aires el dinero que le corresponde por la coparticipación federal de impuestos, sino que en el presupuesto bonaerense 2006 se deshace en elogios a la regresiva política tributaria nacional, esa misma política que presiona para que el impuesto a las ganancias no suba el mínimo imponible de los salarios y cada vez más trabajadores y empleados tengan que pagarlo, aunque la provincia venga recibiendo los mismos 650 millones desde hace casi un lustro. 

No decimos aquí que el Poder Ejecutivo bonaerense no haya reclamado a la Nación la verdadera coparticipación que le corresponde a la provincia, sino que el problema es que se ha limitado a emitir apenas una tímida queja en el mensaje del presupuesto 2006, donde se afirma que la provincia sigue “acentuando la pérdida de participación relativa respecto del total de Jurisdicciones, ya que pasaría del 21,3% en 2005 al 21,1% en el ejercicio 2006”, agregando luego que “la situación de mayor discriminación” se da en el caso del Impuesto a las Ganancias (ex Fondo de Reconstrucción del Conurbano) “dado que en el momento de su establecimiento la Provincia percibía el 10 % del producido” de este impuesto, “y a partir del tope de $ 650 millones, ese porcentaje ha venido disminuyendo a favor del resto de Jurisdicciones, llegando en el año 2006 a un valor cercano al 2%”
. 

En realidad, el porcentaje exacto que recibirá Buenos Aires por la coparticipación del Impuesto a las Ganancias es de un 2,18%, teniendo en cuenta las propias proyecciones del gobierno nacional en el presupuesto 2006 que, como ya indicamos, plantean una recaudación final de 29.751,5 millones de pesos. 

El problema es que el mensaje del Ejecutivo bonaerense no tiene más que un sentido simbólico o testimonial, porque no puede reclamar más dinero para el gasto público o social quien asegura el cumplimiento a rajatabla, por parte de la provincia,  de la nefasta ley de responsabilidad fiscal, por la cual la Nación se convirtió no sólo en una aspiradora de recursos para hacer frente al pago de las obligaciones de la deuda externa sino también en el brazo auditor del FMI, como si fuera un imparcial profesional extranjero con sede en Argentina, con la sutil misión de auditar las cuentas nacionales y provinciales, para que nadie tome más deuda que la autorizada y nada se salga del cauce permitido.

Es cierto también que no sólo los recursos nacionales han crecido desde 2004 sino que también lo han hecho los recursos del estado provincial, pero a pesar de la flagrante deuda social que tiene la provincia con los ciudadanos bonaerenses, nada en el presupuesto de este año hace prever una redistribución de esos recursos hacia los más castigados por el modelo, porque, a pesar de ese crecimiento, los recursos siguen siendo insuficientes y se los gasta de una manera muy particular.

En realidad, la provincia enfrenta desde hace tiempo dos grandes restricciones en cuanto al nivel de ingresos y gastos, que requieren una solución política que esta Legislatura y el Poder Ejecutivo deben considerar. Como ya lo hemos dicho anteriormente, la principal de ellas es precisamente la adhesión incondicional del gobierno actual a la Ley de responsabilidad Fiscal, y la restante es la ya nombrada ausencia de una discusión real sobre el régimen de coparticipación federal.

Es claro que el contexto económico y de producción que exhibe nuestro país y la provincia de Buenos Aires otorgan márgenes de libertad que permitirían operar sobre la coyuntura actual, transformando el 2006 en el comienzo de un verdadero shock redistributivo que permita, por vía de la ampliación del consumo popular, poner en marcha un proyecto de redistribución del gasto que opere a favor de los que menos tienen.

Lo increíble es que a pesar de ese contexto favorable, si comparamos los niveles del gasto público de 2005 con los del año que corre, nos encontramos con otra grave consecuencia de las políticas restrictivas que encara el gobierno provincial: un peligroso congelamiento del gasto, con una evidente tendencia a la reducción. 

¿Por qué decimos esto? Las cifras indican que mientras de 2004 a 2005 la ley madre de la provincia aumentó un 46%, en cambio para este año el crecimiento presupuestario apenas alcanzó un 15%. Si tenemos en cuenta que la inflación de 2005 casi llegó al 13% y que además, el presupuesto del año pasado no alcanzó ni remotamente para cubrir las necesidades sociales de la población, es indudable que un aumento de un 15% (2.925 millones) para 2006 es insuficiente.

Lamentablemente, esta tendencia regresiva en la utilización del dinero público para paliar la deuda social no se inició el año pasado sino que fue una constante que acompañó la crisis desatada en el último lustro. Así, si observamos el gasto público bonaerense desde 2002 a 2006
, veremos cómo se fue reduciendo paulatinamente el aumento y actualización,  año tras año, del presupuesto provincial. Si comparamos específicamente 2002 con 2006, el  aumento acumulado de esos cuatro años nos dará una cifra de un 138%. No hay demasiadas diferencias si hacemos lo mismo, contando el aumento acumulativo desde 2003, y nos encontramos con un 90%, pero luego la cifra se reducirá a un 53% de aumento de 2004 a la actualidad y el ínfimo 15% si comparamos 2005 con el presupuesto 2006.

El gran problema de toda esta terrible situación es que ocurre en un país que tiene grandes recaudaciones récord y altas tasas de exportación, junto a terribles índices de pobreza, que afectan a casi la mitad de la población, que está por fuera del mercado interno y del circuito que une el empleo con la producción y el consumo. 

Paradójicamente, es entonces en este marco de “bonanza” económica y de un contexto internacional favorable al país, que el estado nacional continúa con su atropello sobre los raídos bolsillos de los contribuyentes
, operan un avance sustantivo de la apropiación de recursos que se obtienen por recaudación, que perjudica cada vez más a la provincia de Buenos Aires. 

Así, mientras a comienzos de los noventa las provincias apropiaban $45 de cada $100 de recaudación, hoy obtiene $27 de cada $100 recaudado.

	PERIODO
	1992
	2004

	Recursos Tributarios
	24.124,0
	82.531,0

	Coparticipación a Provincias
	10.876,0
	22.077,0

	Tributarios / Coparticipación
	0,45
	0,27


Fuente: Ministerio de Economía y Producción

Por otro lado, el reparto de los recursos entre éstas, no responde a los principios de correspondencia fiscal, de acuerdo al tamaño de las economías provinciales, ni de solidaridad, basada en criterios de pobreza de las distintas jurisdicciones provinciales.

Para finalizar, centrémonos en un dato demasiado claro como para pasarlo por alto: dijimos anteriormente que, de no mediar el injusto tope de 650 millones de pesos decretado por el gobierno nacional en el contexto de la crisis de 2001, lo que debería recibir Buenos Aires por la coparticipación del impuesto a las ganancias serían 2.975 millones de pesos, por lo que la diferencia “adeudada” por la Nación en 2006 es de 2.325 millones de pesos. Sabemos los legisladores de esta Cámara que la cifra que se pretende en el aumento de la recaudación tributaria para este año -incluyendo los polémicos aumentos del impuesto rural y las patentes-
 es precisamente de 2.332 millones de pesos, apenas 7 millones más que lo que la Nación le “adeudaría” al gobierno de Felipe Solá durante 2006.

¿Qué extraña coincidencia, verdad?

La pregunta final que cabe hacerle entonces al gobierno provincial y a los funcionarios encargados de proyectar la política fiscal bonaerense para 2006 es ¿por qué en vez de asustar a los contribuyentes con que van a secuestrar sus autos, o aumentar desconsideradamente el impuesto inmobiliario rural con cifras exageradas no se ocupan de defender los intereses de los ciudadanos que supuestamente representan, exigiéndole al estado nacional los faltantes 2.325 millones de pesos que este año no le entregarán a la provincia por la coparticipación del Impuesto a las Ganancias, y que completarían el 10% reclamado en el mensaje del Ejecutivo?

Este crudo señalamiento debe ser puesto en línea con una evidencia objetiva: es innegable que mientras la Nación no contribuya al debate serio sobre los recursos que le asigna a la provincia de Buenos Aires, la misma no podrá resolver su deuda social. Y si los legisladores bonaerenses, como representantes de los ciudadanos, no somos capaces de comenzar esta discusión, no hay dudas que la deuda social con los habitantes de la provincia jamás será resuelta y la conflictividad irá en aumento hasta hacerse insostenible.   

De allí que solicitamos el acompañamiento de esta Cámara para la aprobación del presente Proyecto.

WALTER  MARTELLO

Diputado Provincial

Vicepresidente Bloque ARI
H.C.Diputados de la Prov. De Bs. As.

PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados sancionan con fuerza de:

Ley

ARTICULO 1º:
Créase en el ámbito de esta Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos Aires “LA COMISION BICAMERAL PARA LA ACTUALIZACIÓN DEL INDICE DE COPARTICIPACION FEDERAL”.-
ARTICULO 2º:
La misma tendrá como funciones:

a) Proponer mecanismos de coordinación y complementación necesarios para hacer efectivo el reclamo.

b) Recabar la adhesión de todos los sectores de la comunidad bonaerense, a través de las organizaciones representativas que deseen participar.

c) Concientizar por todos los medios de comunicación disponibles al Pueblo de la Provincia de Buenos Aires sobre los beneficios que produciría un resultado favorable en la modificación del Índice de Coparticipación Federal. 

d) Articular acciones con la Comisión creada por el Decreto Nacional 872/2003, del 6 de octubre de ese año, publicado en el boletín oficial el 8/10/2003, que creó la Comisión para la Reforma de la Coparticipación Federal.-  

ARTÍCULO 3º:
La misma estará integrada por:

Los Senadores y los Diputados integrantes de las comisiones de Presupuesto de ambas Cámaras. 

ARTÍCULO 4º:
La Comisión podrá convocar como consultores permanentes a:  
El Señor Asesor General de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires.


El Señor Contador General de la Provincia de Buenos Aires.

El Señor Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires. 


El Señor Ministro de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires.

.
El Señor Ministro de Economía de la Provincia de Buenos Aires.

El Señor Secretario de Ingresos Públicos de la Provincia de Buenos Aires.


Los Señores Intendentes Municipales de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 5°:
La Comisión se dará su propio reglamento y autoridades, como así también designará el lugar de funciones, pudiendo hacerlo en cualquier lugar de la provincia cuando las circunstancias lo ameriten, para recoger la opinión de Ciudadanos, Organizaciones de la Comunidad y Autoridades Gubernamentales o por causas que lo crean conveniente. 

ARTICULO 6º:
Podrá recurrir al asesoramiento técnico jurídico por parte del Poder Ejecutivo Provincial, a través de toda su estructura, para el eficaz logro del objetivo fijado en la presente norma.

ARTICULO 7°:
Deberá disponer las medidas necesarias para hacer efectiva la intervención de todos los Municipios de la Provincia, que fijarán posición individual y/o regional, y podrán aportar ideas y sugerencias al respecto.

 ARTICULO 8°:
Para el cumplimiento del último párrafo del artículo anterior,  por intermedio de la Secretaría de la Comisión se efectuarán las invitaciones respectivas, con la determinación del temario a tratarse, debiendo hacerse con debida antelación.

ARTICULO 9°:
La Comisión tendrá autonomía propia y las distintas opiniones de terceros que se recojan durante su gestión,  no son vinculantes.

ARTICULO 10°:
La Comisión tendrá como plazos, para el logro del objetivo propuesto en  esta Ley,  el término de un (1)  año,  a partir del primer día de vigencia de la norma,  debiendo expedirse sobre los resultados obtenidos, cada sesenta (60) días, ante esta Honorable Legislatura y sobre su resultado final veinte (20) días antes de cumplirse el plazo máximo, fijado en la primera parte de este artículo.

ARTICULO 11º:
Una vez finalizado el plazo previsto en el artículo anterior, la Comisión elevará sus propuestas y conclusiones al Presidente de la Nación, en forma de dictamen, resolución que deberá ser aprobada por cada una de las Cámaras, a efectos de que el Titular del Poder Ejecutivo Nacional adopte las medidas que crea pertinentes para dar curso a lo peticionado. 

WALTER  MARTELLO

Diputado Provincial

Vicepresidente Bloque ARI
H.C.Diputados de la Prov. De Bs. As.
� Ver Mensaje del Ejecutivo en el Presupuesto 2006. Punto 4.1.2. De los recursos nacionales en 2006. 


� Ver Cuadro de Erogaciones de la Administración General





3 Según datos del CIPPEC (Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento), publicados el 29 de agosto de 2005 por la revista Fortuna, un trabajador asalariado que cobra 800 pesos de sueldo de bolsillo, paga entre 300 y 380 pesos de impuestos por mes (incluyendo cargas laborales, IVA, impuesto a las ganancias y a bienes personales, dejando de lado cualquier tributo provincial o municipal), es decir que gasta entre el 31 y el 40 % de su salario en impuestos que se queda el estado nacional. A su vez, un trabajador que gana 1500 pesos, destina entre 540 y 700 pesos de su sueldo para impuestos, por lo que del 30 al 40 por ciento de su sueldo también se va en tributos. Por último, la mayor carga tributaria impacta sobre los asalariados de salarios más altos, que de 10 mil pesos de sueldo de bolsillo, contribuyen a las arcas nacionales con cifras que van de 4700 a 5700 pesos por mes, destinando al pago de impuestos un porcentaje que llega hasta el 47,5% de su salario. Y después, el titular de la AFIP, Alberto Abad, dice que la presión impositiva real en Argentina es de un 22%.     


� Ver mensaje del Ejecutivo. Punto 2. LA EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO PROVINCIAL EN 2005 (cuadro) y Síntesis del Proyecto de Presupuesto 2006 (cuadro) para comparar las cifras de ambos años.
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